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San Andrés, Isla, Once (11) de Enero de Dos Mil Veintidós (2022) 

 
RADICACIÓN:   88-001-4003-002-2021-00325-00 
REFERENCIA:   ACCIÓN DE TUTELA  
TUTELANTE:    DOMINGA JIMENEZ ARROYO 
TUTELADO: FIDEL RAMOS OLIVO 

 

SENTENCIA No. 0001-022 
 

1. OBJETO 
 
Procede el Despacho a decidir la acción de tutela instaurada por la señora 

DOMINGA JIMENEZ ARROYO actuando a través de apoderado judicial, en contra 

de FIDEL RAMOS OLIVO. 

 

2. ANTECEDENTES 
 

La señora DOMINGA JIMENEZ ARROYO, interpuso acción de tutela por razón de 

los hechos que a continuación se sintetizan: 

 

Expresa la accionante que firmó contrato de arrendamiento con el señor FIDEL 

RAMOS OLIVO, con destino a vivienda el día 08 de enero de 2021. 

 

Sostiene que el canon de arrendamiento es por valor de novecientos cincuenta mil 

pesos ($950.000), con tasa bancaria por mora al sexto día del mes correspondiente. 

 

Indica que la ubicación del bien inmueble es en el barrio Sagrada Familia Mz 1 casa 

2. 

 

Manifiesta que a la fecha el señor FIDEL RAMOS OLIVO, no ha cancelado los 

cánones de arrendamiento desde el mes de enero de 2021, por lo que le adeuda a 

la señora DOMINGA ISABEL JIMENEZ ARROYO la suma de diez millones 

cuatrocientos cincuenta mil pesos ($10.450.000). 

 

Sustenta que el señor Ramos adeuda mas de tres millones de pesos ($3.000.000) 

por concepto de servicios de agua a la accionante. 

 

Aduce que la accionante es una persona de la tercera edad, que tiene 84 años. Que 

su único medio de supervivencia e ingreso económico es el arriendo del inmueble. 

 

3. PRETENSIONES 
 
Con fundamento en los anteriores hechos, la señora DOMINGA JIMENEZ ARROYO 

solicita: 

 

3.1. Que se ordene al señor FIDEL RAMOS OLIVO el pago total de la deuda 

de trece millones cuatrocientos cincuenta mil pesos (13.450.000). 
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3.2. Que se ordene al accionado la restitución inmediata del bien inmueble. 

 
3.3. Que se oficie a los bancos nacionales o locales para que certifiquen la 

existencia de depósitos a términos fijos, cuentas de ahorro o corrientes, 

comprobación de activos o pasivos. 

 

 

4. ACTUACIÓN JUDICIAL 
 

Mediante Auto Nº 0482-021 de fecha siete (07) de Diciembre de dos mil veintiuno 

(2021), se admitió la presente acción de tutela, donde se ordenó comunicarle a 

FIDEL RAMOS OLIVO., con el fin de que contestara la presente solicitud y rindiera 

los informes del caso dentro del término de dos (2) días, de la presente acción. 

  

                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                

5.- CONTESTACIÓN A LA ACCIÓN DE TUTELA 
 

Vencido el termino de traslado, se observa que el señor FIDEL RAMOS OLIVO, no 

contestó la presente acción de tutela. 

 

6.- CONSIDERACIONES 
 

6.1. COMPETENCIA:  
 
De conformidad con el numeral 1° del Art. 1° del Decreto 1983 del 2017, éste 

Despacho es competente para conocer la presente solicitud de tutela. 

 

La norma citada, respecto del reparto de la acción de tutela, dispone lo siguiente: 

 

“(...) Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier 
autoridad, organismo o entidad pública del orden departamental, distrital, 
municipal y contra particulares, serán repartidas para su conocimiento en 
primera instancia, a los jueces municipales”. Lo anterior por ser la 

tutelada un particular. 

 

Frente a la competencia, según el criterio del lugar donde se haya producido el 

hecho o sus efectos, los mismos tuvieron ocurrencia en la Isla de San Andrés.  

 

Así las cosas, son los Juzgados Municipales del Distrito Judicial de San Andrés, los 

competentes para conocer la presente solicitud de tutela, según el correspondiente 

reparto. 

 

6.2. PROCEDENCIA: 
 
El Artículo 86 de la Constitución Política de 1991, desarrollado en los Decretos 2591 

y 306, ambos del mismo año, ha institucionalizado la acción de tutela como una 
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garantía y un mecanismo constitucional de protección directa, inmediata y efectiva 

de los derechos fundamentales de las personas cuando resulten vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública y de los 

particulares, en los casos que establezca la ley.  

 

Dicha acción muestra por su finalidad un carácter extraordinario, en la medida en 

que su utilización parte del respeto y garantía a la consagración constitucional y 

legal de las jurisdicciones ordinarias y especiales, así como de las respectivas 

acciones, procedimientos, instancias y recursos que ante las mismas se surten, lo 

que supone un uso en forma supletiva con carácter subsidiario; de manera que, la 

procedencia de la tutela se restringe a la inexistencia de otros medios de defensa 

judicial o a la ineficacia de los mismos, como también a su utilización transitoria ante 

la presencia de un perjuicio irremediable que permita contrarrestar dicho efecto en 

forma temporal, con una operancia inmediata, urgente, rápida y eficaz, mediante el 

trámite de un procedimiento preferente y sumario, hasta tanto la autoridad 

correspondiente defina el fondo del asunto. 

 

En el presente asunto, se trata del ejercicio de la Acción de Tutela incoada 

contra un particular, por tanto, es procedente, al tenor de los Artículos 5º y 42 

Numeral 2º del Decreto 2591 de 1991. 

 
6.3. PROBLEMA JURÍDICO  

 

A partir de los supuestos fácticos planteados anteriormente, el problema jurídico que 

debe resolver el Despacho consiste en establecer ¿si FIDEL RAMOS OLIVO, 

amenaza y/o vulnera o no el derecho fundamental a la vida y seguridad social de la 

señora DOMINGA JIMENEZ ARROYO? 

 

6.4. ANÁLISIS NORMATIVO Y/O JURSIPRUDENCIAL DE LOS 
DERECHOS PRESUNTAMENTE VULNERADOS O AMENAZADOS 

6.4.1. DERECHO A LA VIDA 
 

Respecto a este derecho, la H. Corte Constitucional en sentencia T-728 del 2010, 

con ponencia del Dr. Luis Ernesto Vargas Silva, manifestó: 

 

“La Constitución confiere a la vida una especial protección 
reconociendo su primacía e inviolabilidad, ya sea como valor, 
como principio o como derecho, comoquiera que (…) “la vida 
constituye la base para el ejercicio de los demás derechos. Es 
decir, la vida misma es el presupuesto indispensable para que 
haya titularidad de derechos y obligaciones.” 
Como derecho de regulación positiva, el inciso segundo del 
art. 2º consagra el deber de las autoridades públicas de 
proteger la vida de todos los residentes en Colombia. 



 
Expediente: 88-001-4003-003-2021-00325-00 
Accionante: DOMINGA JIMENEZ ARROYO 
Accionado: FIDEL RAMOS OLIVO 
Acción: TUTELA 

 
 

 
Código:   Versión:  Fecha:   

Página 4 de 8 
 

Igualmente, la vida es reconocida como un derecho 
inalienable de la persona cuya primacía señala el art. 5º de la 
Carta. En tal condición es ubicado dentro del Título Segundo, 
Capítulo Primero referente a los derechos fundamentales, 
estableciendo el art. 11 su carácter de inviolable.  
Dentro del desarrollo que del derecho fundamental a la vida 
ha realizado la jurisprudencia constitucional, se destaca que 
tiene dos ámbitos vinculantes para el Estado: debe 
respetarse y debe protegerse. Conforme a lo anterior, las 
autoridades públicas están doblemente obligadas a 
abstenerse de vulnerar el derecho a la vida y a evitar que 
terceras personas lo afecten.  
El deber de asegurar o garantizar el respeto al derecho a la 
vida por parte de terceros constituye una obligación positiva 
en cabeza del Estado para actuar con eficiencia y celeridad 
en su labor de defensa y cuidado de este derecho 
fundamental, conforme al segundo inciso del art. 2º de la 
Constitución Política.  
De otra parte, es deber de la administración actuar con 
celeridad para que la amenaza al derecho a la vida no siga 
perturbando la actividad del ciudadano que busca 
protección”. 
 

 
6.4.2. DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL 
 

Al respecto, la H. Corte Constitucional en Sentencia T-032/12, Magistrado Ponente: 

JORGE IGNACIO PRETELT CHALJUB, indicó: 

 

“El derecho a la seguridad social, en la medida en que es de 
importancia fundamental para garantizar a todas las personas su 
dignidad humana es un verdadero derecho fundamental cuyo 
desarrollo, si bien ha sido confiado a entidades específicas que 
participan en el sistema general de seguridad social fundado por 
la Ley 100 de 1993, encuentra una configuración normativa 
preestablecida en el texto constitucional (artículo 49 superior) y 
en los tratados internacionales que hacen parte del bloque de 
constitucionalidad; cuerpos normativos que dan cuenta de una 
categoría iusfundamental íntimamente arraigada al principio de 
dignidad humana, razón por la cual su especificación en el nivel 
legislativo se encuentra sometida a contenidos sustanciales 
preestablecidos”. 
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6.5. CASO CONCRETO 
 

Encuentra el Despacho que de acuerdo a lo manifestado por la señora DOMINGA 

JIMENEZ ARROYO, el señor FIDEL RAMOS OLIVO, le adeuda mas de diez 

millones de pesos por concepto de cánones de arriendo, los cuales no cancela 

desde el mes de enero de 2021. Por lo anterior considera vulnerados sus derechos. 

 

En el presente asunto, se observa que el señor FIDEL RAMOS OLIVO, con contestó 

la presente acción de tutela, luego de vencido el termino de traslado otorgado. 

 

En el caso bajo estudio, evidencia el despacho que, todo gira en torno a una relación 

contractual entre la accionante y el accionado, respecto de un contrato de 

arrendamiento suscrito por estos últimos el 08 de enero de 2021. 

 

Al respecto, la H. Corte Constitucional ha dicho que uno de los requisitos para la 

procedibilidad de la acción de tutela es el principio de subsidiariedad, conforme al 

artículo 86 de la Constitución, implica que la acción de tutela solo procederá cuando 

el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Sobre el carácter 

subsidiario de la acción, la H. Corte Constitucional1 ha señalado que “permite 
reconocer la validez y viabilidad de los medios y recursos ordinarios de protección 
judicial, como dispositivos legítimos y prevalentes para la salvaguarda de los 
derechos”. Es ese reconocimiento el que obliga a los asociados a incoar los 

recursos jurisdiccionales con los que cuenten para conjurar la situación que estimen 

lesiva de sus derechos. 
  
Lo que significa que las personas deben hacer uso de todos los recursos ordinarios 

y extraordinarios que el sistema judicial ha dispuesto para conjurar la situación que 

amenaza o lesiona sus derechos, de tal manera que se impida el uso indebido de 

este mecanismo constitucional como vía preferente o instancia judicial adicional de 

protección. 
  
No obstante, como ha sido reiterado por la jurisprudencia constitucional, el 

presupuesto de subsidiariedad que rige la acción de tutela, debe analizarse en cada 

caso concreto. Por ende, en aquellos eventos en que existan otros medios de 

defensa judicial, el máximo Tribunal Constitucional ha determinado que existen dos 

excepciones que justifican su procedibilidad: 
  

(i) cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver 
las controversias no es idóneo y eficaz conforme a las especiales 
circunstancias del caso estudiado, procede el amparo como mecanismo 
definitivo; y, 
  

 
1 Sentencia T- 375 de 2018. 
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(ii) cuando, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no 
impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual la 
acción de tutela procede como mecanismo transitorio. 

  
En cuanto a la primera hipótesis, que se refiere a la idoneidad del medio de defensa 

judicial al alcance del afectado, se tiene que ésta no puede determinarse en 

abstracto sino que, por el contrario, la aptitud para la efectiva protección del derecho 

debe evaluarse en el contexto concreto. El análisis particular resulta necesario, 

pues en éste podría advertirse que la acción ordinaria no permite resolver la 

cuestión en una dimensión constitucional o no permite tomar las medidas 

necesarias para la protección o restablecimiento de los derechos fundamentales 

afectados. 
  
Ahora bien, en cuanto a la segunda hipótesis, cabe anotar que su propósito no es 

otro que el de conjurar o evitar una afectación inminente y grave a un derecho 

fundamental. De este modo, la protección que puede ordenarse en este evento 

es temporal, tal y como lo dispone el artículo 10º del Decreto 2591 de 1991, el cual 

indica: “[e]n el caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la 
sentencia que su orden permanecerá vigente sólo durante el término que la 
autoridad judicial competente utilice para decidir de fondo sobre la acción 
instaurada por el afectado”. 
  
Así mismo, dicha excepción al requisito de subsidiariedad exige que se verifique: (i) 

una afectación inminente del derecho -elemento temporal respecto del daño-; (ii) 

la urgencia de las medidas para remediar o prevenir el perjuicio irremediable; (iii) 

la gravedad del perjuicio -grado o impacto de la afectación del derecho-; y (iv) el 

carácter impostergable de las medidas para la efectiva protección de las garantías 

fundamentales en riesgo. 
  
Lo anterior implica que, de verificarse la existencia de otros medios judiciales, 

siempre se debe realizar una evaluación de la idoneidad de los mismos en el caso 

concreto, para determinar si aquellos tienen la capacidad de restablecer de forma 

efectiva e integral los derechos invocados. Este análisis debe ser sustancial y no 

simplemente formal, y reconocer que el juez de tutela no puede suplantar al juez 

ordinario. 
 

Frente al presente asunto, se desprende que el mecanismo de amparo 

constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una 

actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta 

amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión. 

  

Asimismo lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003 o la  T-883 de 

2008, al afirmar que partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la 

Constitución, como de los artículos 5º y 6º del Decreto 2591 de 1991, se deduce 

que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que 
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vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para 

la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales.  

 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo 

de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, 

presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo 

material y jurídico, ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos 

de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos 

eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que 

el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el 

ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados 

objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo 

constitucional en procura de sus derechos.  

 

Así las cosas, cuando el juez constitucional no encuentre cumplidos los requisitos 

de procedibilidad de la acción de tutela, debe declarar la improcedencia de la 

misma. 

 

Asimismo, de acuerdo con el artículo 86 de la Carta y el artículo 6º del Decreto 2591 

de 1991, la naturaleza subsidiaria y residual de la acción de tutela circunscribe la 

procedencia del amparo a tres escenarios: (i) la parte interesada no dispone de otro 

medio judicial de defensa; (ii) existen otros medios de defensa judicial, pero son 

ineficaces para proteger derechos fundamentales en el caso particular, o (iii) para 

evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. 

 

Es así como, no hay evidencia de alguna circunstancia que permita concluir que la 

accionante se encuentra ante el riesgo de sufrir un daño irreparable e inminente, 

que menoscabe gravemente su haber jurídico y que requiera la adopción de 

medidas urgentes e impostergables para conjurarlo, por lo que la acción de tutela 

no resulta procedente tampoco como mecanismo transitorio de protección. 

 

En ese sentido, el accionante podrá iniciar el trámite pertinente ante la jurisdicción 

ordinaria civil, toda vez que el trámite permitente para resolver las controversias que 

puedan derivarse de un contrato de arrendamiento es, el proceso de restitución de 

inmueble que está regulado por el artículo 384 del Código General del Proceso, que 

fija las reglas que se deben seguir para tramitar la demanda de restitución de 

inmueble. 

 

Colofón de lo anterior, el Despacho declarará la improcedencia de la presente 

acción de tutela, ante la existencia de otro mecanismo legal, como lo es el proceso 

de restitución de bien inmueble arrendado, ante la jurisdicción ordinaria civil, 

atendiendo los razonamientos arriba esbozados. 

 

En mérito de lo anterior, EL JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SAN 
ANDRÉS ISLA, administrando justicia en nombre de la república y por autoridad de 

la Constitución y la ley, 
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RESUELVE:  
 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE, la presente acción de tutela presentada 

por la señora DOMINGA JIMENEZ ARROYO; por las razones expuestas en la parte 

motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente sentencia en la forma ordenada en el artículo 

30 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: La presente decisión es susceptible de impugnación. 

 

CUARTO: En caso de no ser impugnado, remítase la presente tutela a la H. Corte 

Constitucional según lo ordenado en el inciso 2º del artículo 31 del Decreto 2591 de 

1991. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

INGRID SOFÍA OLMOS MUNROE  
JUEZA 

JVILLA 


